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la libertad ideológica {articulos \4, 18, 1 Y 2, Y 20.8 de 1& e .. EJ,
nb es tema de este recurso la. uJoración de la Ley de Respon­
sabilldades PolítICas. que agotó sus efectos mucho antes de

.la entrada en vigor de 1& Constitución; y, en cuanto concierne
al derecho a tutela judicial -efectiva. (articulo 2.4.1, de la Coruv
tttuci(ln). no implica sino el libre a.coeso a los TrIbunales y ,.
que el órgano judicial competente ae pronuncie sobre laa cues­
tIiones que se le sometan, pero sin que comprenda el derecho
a una decisión judicial favorable; solicitó se d:lctar& sentencia
denega..'"1do el amparo. .

3. El Alegado del Estado despachó el mismo trámite de
alegaciOnes. dentro del plazo. oon una versión de, lOS hechos
que. sllstdLcialmente. coincide con la del Fisca.l ,Y que supone
la extincltn de la obligación en pago de débItos, como se
demuef,tra. pOI la propia certilk:ación del Registro de la Prlr
piedad de Bilbao aportada por los demandantea y de 1& que
Be deduce que los bienes fueron ad1udicados al Estado en pago
de deudae y están inscrit8a a su fa.vor; la fundamentación
jurídica del propio Abogado del Estado rechaza que en este
recurso 8e puer;la examinar la supuesta 1nfraoción por la sen·
tancia del Tribunal Supremo, de las normas sobre indulto y
amnistía y &si la fundamentación de los demandantes queda
reducida a su Fundamento de Derecho In, en el que afirman
que la que viola libertades constitucionales es, directamente.
la seatencia.. pero seria preciso demostrar. y no se _ha hecho,
que la violación de los derechos fundamentales se ha producido
al margen y no por causa de la desestimación de la. pretensión.
por 10 expuesto. suplicaban que. en su dia. se dictara senten·
cia declarando tn&dmisible el recurso de amparo por carecer
de demanda de contenido constitucional, o. en todo caso, M
denegara el amparo solicitadó. -

4. La representaolón de los recurrentes evacu6 el tré.mite
ratificando escrito de demanda y SUS alegacIones. consistente.
en la _anticonstitucionalidad_ de 1&' sentencia dictada por el
Tribunal Supremo, que se reflejan en la imposioión de sanción
fundada en ideologla poUUca ., extendiendo 1& responsabilidad
a los herederos. la súplica corr88Pondlente ratiticaba ~08 pedi­
mentos que ya ten1a hechos.

5. Por provldencd.a de 5 de mayo se acordó unir estos es.
critos y seAalar para la deliberación el dfa 9 de junio, nom­
brando Ponen-te al Magistrado sedar Fernández Viagas; techa
en que tuvo lugar la deliberación 7 votación.

FUNDAMENTOS JURlQICOS

1. Para loa· recurreDtea, el- n1l.o1eo d-e 1& ~entaclón en
que fundamt'nt.an la petición 'c:WI amparo reside en el ar1íeu·
lo 50 de la Ley 511008. de S de ~ a.bril. este préoepto dispone
en su pr;m&r. párrafo 1& cesión de inmuebl81 que, en pago
de débitos de cualquier clMe. hubiesen sido adjudicados al
Estado. con antErioridad a la fecha de su publicación a los
deudOl'es origInario.. y, en su detecto. a sus herederos forzOSOl
que lb sO!Jc:ta.sen en el término que cita. El ptl.rrafo segundo
tija el prpcio de cesión y el tercero excluye 1& a¡pllcaci6n de
estos PNCeptca a bs inmueblee de que haya dispuesto la Ad._
min<istracion en ::.a torma que también ae dice o que puedan
83tar afect.ados por reservas o planes urbanls.ticos. _ -

Como puede observarse'; se trata de una disposictón incluida
en una Ley de naturaleza presupuestaria (PresulJuesto del. Ea­
tad.:> para el bienio 1968-69) que, al parecer, fue conc~bido
como un instrumento para facilitar la ,ldquidez de los recursos
estat!lles- que, indirEctamente, podla generar la movilidad de
la riqut'za inmcbiliaria. Pretende a!ectar favorablemente a todos
los deudores de la Hacienda Pública que hubieran sIdo pri~
vadO!! de sus blE:neS por adjudicación aJ Estado en pago de
IUS débitos. cualquiera que tuese 1& causa de éstos. Ni de

. lejcJS puede deGirs3 que 88 tratase de un& medida de índole
pol1ti=a r"~lacionada con pretensiones de reparación c:WImedd.daa
represivas anteriores, aunque.' naturalmente, y por no estar
exceptuados, podían henefitiarse de 1& medida loa que hubiesen
sido deudores por causa de sanción política.

2. En el suplico de la demanda. despuéa de soIdcitar 1&.
declaración de nulidad. de la sentencia recurrida., se pIde que
se declare extinguida. en cuanto a la cantidad que se dla
(62.332.828,10 pesetas) _la obligación por parte de 101 demaD­
dantes de satisfacer esta suma.-. no se e:z¡plica' más, pero, 81.
le pone en r~:c.ciÓn con l~ total cuantia de la demanda, fic1l­
mente se deduce que se trata de la cantidad que ouedó pen.
diente de pago de 1& sanción que habia sido impuesta al ca.u­
sante de quienes demandan, en expediente de responsabilidades
políticas después de que fueroD. adjudicados al Estado valorea
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y muebles en éantidad muy inferior a la .cuantía de la multa ·í
Cloo.OOO.OOO de pesetas}, -.

Mientras la. resolución recurrida parte de 1& ba98 de que
este. resto de mu:~a debe considerarse también pagado, a virtud
de la adjudicación de inmuebles al Estado,_ los recurrentes
insisten en que ese resto no fue pagado' nunca.

Este planteamiento tiene por objeto sostener que, ya que
la Administración no consiguió nunca percibir el tota.! importe ­
de la multa, el. exigirlo ahora. como pago del precio del res­
cate seria· una torma de cobrar. en estos moinent06 uná multa
impuesta por razones políticas durante el régimen anterior y
precisamente fundada- en. el ejercicio por el sanol.onadode 1&8
libertades que hay asegura la Constitución. "

3. A los efectos de constitucionalidad ~y partimos de la
base reconocida por los recurrentes de que no procede en.
absoluto la reconsideración de las clrcunstanoias politicaa que
motivaron 1& Ley en que se fundamentaba la sanción, sino, en
todo caso. lo que im.porta es impedir un efecto posterior y
actual de la misma- la naturaleza civil de lo que en la Ley
se denomina -precio ·de cesión_ no tiene mayor, relevancia:
Se b'ata, en todo caso, de una. cantidad que debe ser abonada
para que el deudor. o sus herederos. recuperen los bienes.
y si admitiéramos -como parece deducirse de la argumenf.a..
ción de los demandantes- que quienes no hablan pagado la.
multa puedan obtener la recuperación de los bienes in<:autadoa
sin llenar esta exigencia {porque, de otra manera. estarian'
pagando ahora una multa impuesta con, fundamento -en la Ley
de Responsabilidades Politicasl, mientras que los que si pagaron.
W tota.!idai d'8 la sanción deberían ahora, para obtener el
mismo resultado, volver. a pagar (porque ya no seria abono
de la sanción lino pago de rescate), no sólo no estaríamos
.haciendo aplicaoión del principio de igualdad swo que consa­
grarlamos U'1. principio de desigualdad, en contra de 108 más
afectados.

4:. Respecto & loa preceptos conatitucionalea.. concretos en
que los recurrentes dicen fundamentai su derecho es d.e notar
que los articul08 16.1.2 y 2O.1.a, ninguna relación guardan
con los pedimentoa concretos ni con la petloión de amparo
que contIene el recurso, porque ni la libertad ideológica, re­
ligiosa o de creencias, ni la de expresión o libertad de pen­
samiento aparece coaccionada. por las resoluciones que se im­
pugnan. El hecho de que la sanción impuesta, en su día. con~

tradijera estas libertades públicas es tema que debe darse por
supuesto por la propia naturaleza. de la Ley en que la sa.nción
tuvo su fundamento, pero, como reconocen los demandantes.
los hechos acaecieron en un momento en que la Constitución
no estaba. vigente y lo que aquJ se diecute ea la supuesta
anomalía de tener la obligación· de.... pagar en el &do 1982 lo
que se dice ser una parte de esa sanción impuesta haoe ~to
tiempo. Mas lo cierto es que, como se ha dicho ya, ni existe
la obligación de pagar -sino que es una facultad reconocida ~

a loa interesados- ni. de hacerse el Paso, se trataría de
abono de la sanción' sino la condioión exigida para recuperar
los bienes.

En cuanto al derecho de igualdad, la alusión que se hace
en .la demanda al mismo no C8t&8 con la argumentación que
la &Campaña que no se refiere al quebrantamiento de dicho
principio de igua.ldad sino a la. infracción del espíritu- que pre­
sidió a la legislación de indulto y amnistía.

Finalmente, en cuanto al derecho a la tutela Jurisdiccional
(articulos :?D.l, 24.U, como ha dicho repetidas veces este Tri·
bunal. se trata de la posibilidad de invocar con éxito la 8sis-­
tencia JurisdIccional, por cualquier oiudadano que lo req-qiera
y no lmpllca el aseguramiento d8" unas decisiones de los Trl­
bunal&p conforme a los pedimentos que aquélloe estimen pro-
ced(>nt8l. '

PALLO

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAl'IQLA

Ha decidido:

No ha lugar al amparo so~icitado.

Publ1quese ~sta sentencla en el ..Boletúl Ofici&:1. del Estado-.
DtVla. en Ma.d..rid a 14 de junio de 1982.-JeTÓnimo Aroza,.

men!l,-Fnndsco Rubio Llorente.-Luis" Diez Picazo.-Francisco
Tomé.s y Valiente.-PIAcido Fernández Via.¡u.-Antonio Truyol
Serra.-Firmadoe 7 rubr1cadOl. .

El Pleno del Trlb~nal Constitucional, compuesk. por doli
Manuel G.arcla-Pelayo ., Alonso, Pre!!lden~, don Jerónimo Aro·
zamena -SIerra. don Angel Latorre Segura. don ~anue1 Diez de
Velasco Vallejo. don Francisco Rublo Llorente. doña Gloria Be­
gu Cantón, don Luis D1ez Picaza, don Francisro Tomé.s y
Va.l1"0nte, don Rafael G6mez-Ferrer .Morant, don Angel Escudero
deL Corral, don PlácIdo FernAndez Viagaa y don Antonio Truyol
Serra; Ma.gistradol,. ha ,pronu,nci&do

16313 Pleno. Recurso de' incon.ttitucionaltdad número 24/
1982. Sentenclq número 35/1982. dB 14 de junio.

EN NOMBIIE DEL MY

-la .igulenlo _

SENTENCIA '

en el recurso de 1nconsUtuc!.enaUdad nÍlmero de Registro W.
promovido por el PresIden té del Goblerno, repre~entado por el
Abogado del Estedo, contra la Ley 9;1981, de 30 de sepciembre,
dE Parlamento Vasco, sobrtl creación del COn5eio ,je Relacione,
Laborales, en el que han comparecido el Parlamento Vasco.
rep", ...ntado por el Proc1>r&dor don Juan Corujo López-Vlll&mJ.l,
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y tH Gobierno Vasco, representado por el Abogado don Raf-ael
Jiménez Asensio. siando Ponente el Magistrado don Francisoo
Rubio Llorente, quien expresa el pa.~r del Tribunal.

l. ANTECEDENtES

1. El día :as de enero de, 1982 el Abogado del Estado, en la
representadOn que ostenta, presentO escrito ante .este Tribunal
interponiendo recur.so de inconstituclonalidad contra. 1& -Ley del
Parlamento Vasco 8/1981, de 30 de septiembre, por le. que se
crea el Congejo de Relaciones Laboralee, publicada en el .Bole­
t!n Ofielal del Paie Vasco- número BO, de 26 de octubN de 1981.
E:r. dicho escrito !!le eoliclta que se admita a trámite la deme..nda
y documentos que se acompañan y teniendo por promovido re~

eurso de inconstitucionalidad se dicte sentencia por la que &e
. declare la lncon'Stltucionalidad y consiguiente nulidad de la tota­
Udad de dicha ley, decretando, por invocación del a.rtieulo 161.2
de la Constitución Española. le. suspensión de la vigencia y
aplicación de la misma y de cuantos actos y disposiciones pu·
dieran haberse dict.adoen ejecución" de ella, comunicándolo a los
Presidentes del Parlamento y Gobierno' Vascos y ordenando su
publicación en el -Boletín Oficial del Estado_ y -Bolelín Oficial
del País Vasoo-.

2. 'La Secd6n Tercera del Pleno de este TrIbunal, por provi­
dencia de 28 de enero de 1982, acordó admitir a trAmite el
recurso, dar traslado del mismo al Congreso de los Diputados
y al Sene.tfo, asf c;orno &1 Parlamento yal Gobierno Vascos para
que en el plazo de quinoe dfas pudieran personarse en el proce·
dimIento y formular las alegaciones que estimaren oportunM,
así como comunicar a dicho Parlamento la suspensión de la
vigencia y aplicación de la Ley del Parlamento Vasco 9/1981. de
30 de septiembre, producida desde la fecha de su impugnación,
rl!J6.de ,enero de 1982. eJ haber invocado ·el demandante el &rUcu·
lo 161.2 de la Constitución y en aplicación de lo dispuesto en el
arlículo 30 de la Ley Orgánica del Tribuna.] Constitucional
(L.O.T.eJ, y la publica.c1ón en el _Boletín Oficial del Estado­
y en el _Boletín Oficial del País Vs.sco. de la formaJ.ización
del recurso de lnconstitucionalidad y la luspensión ind1cad.a.

En la mi'5ma providencia se acornó recabar del Presidente
del Parlamento Vasco el envío (en original o en fotocopia auto­
rizada) del expediente de elaboración de l,a. ley impugnada.

3. Con fecha 20 de febrero de 1982, el Abogado don Rafael
Jiménez A&enaio, en nombre del Gobierno V&sco, presentó es':
arito oontenIendo las alegacione .., en el que se solicitó la deses­
timación en todas sus partes y pretensiones da la' demanda,
deplarando la improoedencia del recurso interpuesto contN. la
Ley 9/.1981, del Parlamento Vasco por aJustarse en todos SUB
términos a la Constitución. y en la misma fecha presento escrito
el Procurador don Jua:n CorujO y López-VUlamil en nombre del
Parlamento Vasco, por el que en cuanto a la formulación de
alega.ciones 6e &S~en fntegramente las efectuadas por el Go­
bierno Vasco, Nlmitiéndose a las mismas pa.ra. evitar reiteración.

•. Reeibida 1& documentación solicitada del Pa:lamento Vu.
ca, por providencia de 3 de marzo de ¡ga:z se <Uo vista de ella
& los di-stintos órganos personados por el plazo oomún de diez
días para que. dentro del mismo, alegasen 10 que a su derecho
oonviniese. El Abogado del Estado presentó dentro de ese plazo
nuevo escrito que 'ratificaba su anterior petítum.

S. Los motivos y _alegaciones del escrito de interposici6n
formulado por el Abogado "del Estado y los que sirven de fUnda·
mento a la oposición del recurso contenidos en el escrito del
Gobierno VII!\.6CO & las que se adhiere el Parlamento Vasoo.
pueden sin tetizarse en los puntos sLguientes:

.1.. Competéncia de la.Comunidad Autónoma del Pa.ís Vasco
para legislar en materia laboraL -

Estima el Abogado del Estado qúe a pa.rUr de losartfcu·
los 14:9.1.7.° de 1& Constitudón y ta.2 del Est&tut-1 de Autono­
mía del Paíe Vasco no cabe duda alguna de que este último
carece de oompetencia para le.glsla.r en materia laboral, facu!·
tad inequívocamente a-tribuide. al Estado y que. el Paú Vasco
ha invadido a,J dictar una ley en<:aminada única y exclusiva­
mente a legl'5lar en el campo específico del l)erecho del Trabajo,
.in qUe tal ley pueda en~ntrar sU 6!POyo en el artículo 9 del
Estatuto de Autonomía del País Vasoo -ya que la misión que
6s-te confiere aJa Comunidad Alltónoma de impulsar una politica
tendente a 1& mejora de~ condiciones de vida y trabajo y
adoptar las medidu que tiendan a- fomentar el incremento del
empleo., de 1& estabilidad económica no IKn más que concre­
ción de obligaciones impuestas constitucionalmente a todos los
poderes públicos en el ejercicio de las atribu<::1ones que a cada
uno de ellos reconoce elordena.miento Jurídico- y sin que 'Pueda
hallarlo tampoco en la potestad de regular las instituciones
dt' autogobierno, que le confiere el artículo 10.2 de! F..statuto de
Autonomía, porque esta facultad DO puede servir para invadir
'mbitos de competencias que le están vedados.

SegUn el Gobierno Vasco tal motivo de lnconstituclonaUdad
no existe porque la creación y regulación del Consejo de Re­
ilaciones 1&borales no es legislación la.boraJ, sino que tiene res-­
peoto del objeto propio de ésta una relaci6n externa. Afirma el
Gobierno Vasco que. de acuerdo con le. doctrina y la jurlspru·
dencJa, ,só\o es derecho laboral en sentido propio y estricto del
término el qUe regula 1&s relaciones laborales individuales y
colectivas y se cifte al ámbito material del .Estatuto de los
Trabaj adores. Las normas de p<l1fti06. social y econ6mica., afir­
lila, constituyen la ..periferia- de ese núcleo. V no derecho Jaba-­
ral en eantido estricto, y tampoco 10 son las que se ocupan de
materias ÚlstrumentaJ.e.8. como la ·organización y procedimiento

~~i~istrativosen materia. laboral, o .las queregula.n'el proceso
Judlclal laboraL En apoyo de la tesiS se aduce que la propia.
Constitución distingue entre la legislación la.boral en sentido
estr1c~ y esas materlas per.iféricas e, instrumentales a las que
te refIere, eJ oontemplar separadamente la. sanidad e higiene,
la emigración e inm1gra.ción,la Seguridad Sccial o la titulad6n
prot&siona1. . , :

Argumenta además el Gobierno Vasco que ni la Constitución
ni el Estatuto da Autonomía impiden crear otra.:; instituciones
de autogobierno distintas de las básicas previstas e:_ este último,
stempre que lfis competencias y funciones atribuidas sean oons­
titucional y estatutariamente correctas. Apoyándose en esa tesis
afirmé. que un 6rgano no puede ser lnconstituciont. en abstracto,
sino 6610 en virtud de las Junciones atribuidas, cosa que no
ocurre en el presente caso, ya que el Consejo de· Relaciones
LaboraJes no tIene más finalidad que posibilitar un diálogo per­
·ma.nente <8ntre las asociaciones sindicales v organizaciones em·
presariales y. servir como· órgano consultivo en is. polftica labO­
ral y social de la Comunid&<i Autónoma, de modo que la ley
no ha.oe otra cose. que innovar 'n el campo de la organización
administrativa del Paía Vasco para que la Comunidad Autónoma
pueda cumplir la función de ~romoción. desarrcllo económico
y planificación de la actividad econ6mica en el País Vasco••
que le atribuye el arUculo 1D25 del Estatuto, 1, de fa.cilitar
1& participación de todos· los ciudadanos en la vida polftica,
económica y social del Pafs Vasco, ,que le enco.mienda el articu­
lo 9.2 del mismo Texto estatutario y la de procurar que lu
condiciones del trabajo se adecuen al nivel del desarrollo y
pregreso eociaJ, que te pre-scribe en el articulo 12.1 del mismo
cuerpo legaJo

2.· Falta de legit1m.ación del Parlamento Vasco.
Alega el Abogado del Estado que la ley impugnada es Incons­

tituclonal incluso en aquellos preceptos en que regula materiu
de ,carácter meramente ejecutivo, porque el Parlamento VaSCO
carece de legitimación para regular ese tipo de materias y al.
haoerlo invade el ámbitO mi,nimo de pot&stad reglamentaria que
debe corresponder al órgano ejecutivo del Pais Vasca, con la
consiguiente infracción del articulo 152.1 de la. Constitución en
relaclón con los artfculos26.1 y 29 del Estatuto de Autonomi&
del Paíe -Vasco.

Argumenta frente a ello el Gobierno del País Vasco que no
ex16te ni en la Constitución ni en el Estatuto Vasco un ámbito
reservado al reglamento y vedado' a la Ley, por 10 que no ca.be
hablar de invasión de un ámbito minimo de potestad regla-
materia.. . .

3.0 lnlrac:ción del Estatuto de los Trabajadores en materlA
de negociación col<8ct1va.

Sostiene el Abogado del Estado que el apartado 3 de1 artícu­
lo 2 de la ley impugnada, al declarar Q.ue es función del Con&ejo
de Relaciones Laborales ..adoptar acuerdos de c8l'ácter inter­
profesional sobre me.teriu conc=etas. tnfrlnge los artículos 83.2
y 3 Y 88 del Estatuto de los Trabajadores. en los que se deter­
mma que la adopción de acuerdos de carlLcter interprofesional y
la elaboración de acuerdos sobre materias concretas correspon.
de • los protagonistas sociales directamente -a las a'soc1aciones
.indicales y asociaciones patronales- &Stab:eciendo un. modelo
abierto, que la ley impuS'Pada altera al encomendar al Consejo
de Relaciones Laborales la adopción de los acuerdos indicadoS
y al dar entrada en el mismo, no a las organizaciones sind.icales
y 8SOCiacion&S patronales sino a 1M Confederaciones SindIcales
y Em'presariales, lIamad:aS por el articulo 3 '8 la ley iDipugnada
... integrar el Consejo que en ella se crea. . .

5egún el Gobi(trno Vasco, la ley que se impugna no modifIca
el ):"égimen legal de las relaciones laborales, ni inidlviduales
,ni colectivas porque las funciones del Consejo no son mAs que
las asesoras (, las de ofrecer un cauce de negociaci6n, no la de
sustituir ésta, según se desprende c1a.ramente de 1& remisión
.. la legislación vigente que se contiene en el artfculo 2, pá­
rrafo 2, apartado 3.° de 1& ley. No se impone oblLgación alguna
.. los actores sociales, sino que se les reconooe el d.e~echo·a uti·
Uzar la Institución para Hegar .. acu6rdos. cuya valldez depen­
derá de lo establecido en el Estatuto d'" los TrabajadoreS,
todo lo cual significa & 1aI claras que no se ha pretendido. J?-i
sustituir 1& &utorregul&clón· de lu fuerzas sociales. ni a.:ñadll'
otra inst&n.cia legitimada en monopolio para adoptar los acuer­
dos que corresponden & las fuerzas llamadas a negociar por el
Estatuto de 106 Trabajadores. No se instaura tampoco una dis­
tinta legttLmadón para los acuerdos, ya que la composición del
Consolo plasma,una comisión negociadora cemo las del Estatuto
Laboral y la referencia a.las confederaciones no haos otra·cosa
que responder a 1& forma que adoptan las organizaciones sindi·
caJes y patronales capaces de a.glutinar al menos ellO por 100
de los delegados de todas las Émpresas en el 6.mbito de la
Comunidad Autónoma.

e. Por providencia del Pleno de 27 d~ mayo último se señaló
para la deliberación y votación 1el p~sente recurso el día· 8 de
Junio de los CJ?rrientes.

n. FUNDAMENTOS JURlDlCOS

1. La ¡dntesie de la argumentación de las partes. que reco·,
gemas en el punto númo&ro 5 de los Anteoedentes evidencia que
si ,bien la única pretensión explicitada por el recurrente es la
de declaración de lnconstituc1onalided de la Ley 9/1981 del
Parlamento Vasco -por exceder oIel ámblte co~etencial propio
de leo· Comunidad AutónOma del' Pa1s Vasco (o, en término.
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menos claros, d',: las atribuciones que cozTesponden aJ Parla­
mento Vasco) implíc1tament.1!l se demanda. también, de mooo
qu.l '95 forzoso' entender como subsidiario, la declaración de 1D~
constitudo-nalidad s610 de aquellos de S\1.1 preceptos que infrin­
gen las previsiones de la. ~ 8/1980. de 10 de marzo (Estatuto
de loo Trabajadores) respecto a la negociacl..6n colectiva. Anall·
zaremos por separado, en los dos puntos ,sJguientes, ee.tas dos
pretensiones, cc.menzando naturalmente por aquella que, de ser
admitida, priva de razón de ser a 1& s~gUnda de las enunciadas.

2. La pretensión de que la ley lmp~gnada sea qeclarada
inconstitucional -in toto. se apoya sustanclalmente, segun queda
dlcho. en la consideración de que ~ ley pe~ne?8 al ámbito
propio de la legislación labor&.: que la Cons~lt'llCl6n (articulo
149.1.7.-) reserva al Estado, de manera que en esta materia. la
Comunidad Autónoma Va.sca sólo. puede &Sumir competencIas
de ~iecu<:ión, como las que efectivamente le atribuye &1 artlcu-_
lo 12.2 de su Estatuto de Autonomía.. Las partes están concordes.

.en estos principios, pero disienten en cuáleasean los límites
propios de la legisla.ci6n laboral. . .

La determinación de los conceptos de _legIslacIólla y .eje­
cuei6n. en materia labora! que la ConsUtución y el ~statuto
Vasco, entre otros, utilizan para delimitar les competenciba re&­
pectiv-a.s del Estado y de la Comunidad Autónoma; fue .abordada
ya por este Tribunal en su.s sente-nciaa de 5 ue noviembre de 1981
(CC. 197181, .Boletín Oficial del Estado. número m, d9 19 de
noviembre) y, sobre todo, de 4 de mayo de 1982 (ce. C. 220
y 230/1981, .Boletín Oficial del Estado- número L18 de 18 .de
mayo de 1982),' Como en esta. última se señala, ..la distinCión
entre ley y reglamento &.C6ntúa sus perfiles en el terreno de la
eficacia f de los instrumentos de control, p?ro pierde impoI't:.fm.
cia cuando se contempla desde la perspectIva de la regulacIón
unitaria de una materia, que es la que tiene presente el cons­
tituyente al réservar al ::stado la legislación laboral. pues desde
esta perspectiva., si no· siempre, es evidente que en muchas
ocasiones aparecen en intima colaboración la ley y el regla·
mento, dependiendo del ámbito objetivo de ca.da. uno doe estos
instrumentos, de, la mayor o menor pormenorización del texto
legal y de la mayor o menor amplitud de la habilitación impHci­
ta.mente concedida para- su d.es".rrollo parlamentario•.

No podría, en efecto, ser de otro modo. pues la. distinCión
clásica entre Ley y Regla.m-ento recibe su sentido de la necesi­
dad de diferenciar, en' razón de sus fuentes. las normas proce­
dentes de un poder potencialmente ilimitado (dentro de 1& Con$­
tituc16n) y las dictadas por otro que. por el contrario, es radical­
mente ll'"!litado y salvo muy· contadu excepciones sólo puede
actuar cuando ·091 'Primero lo ha.bilita. Esta distinción clásica no
es ni' puede, ser, por definición, criterio de delimitación campe­
te:n.cial, pues no hay materia. alguna en la qu~, estAndo la
legislación atribuida. al Estado. no pueda ser regulada por el
legislador. Cuando la Constitución en su articulo 149 utiliza el
conoopto de legislación como criterio definidor del ámbito en el
que las Comunidades Autónomas pueden. adquirtr competencias
propias. tal concepto ha de ser entendido, en consecuencia. en
sentido material, sea cual fuere el rango fermal de las normas.

Esta doctrina ofrece. sin dud&, una sólida base para llegar
a'la solución del presente litigio, pero no permite todavía alcan­
zarla sin precisa.r antes: qué valor haya de darse aJ. adjetivo en
la expresión _legislación laboral.. Para esta precisión ea de
e:casa ayuda el análisis de 1&8 definiciones doctrinales, pues
como ya señalamos en nuestra sentencia de 16 de noviembre
de 1981 (R. l ..184/1981. -Boletín Oficial del Estado. número 285,
de 28 de noviembre de, 198U &91 contorno de los gr6Jl&ls sectorea
aistemáticoI del ordenamiento no·es en modo alguno 1?recLso
,. la referencia. a estoe sectores como· oritlSrio d... delimlt,a(:ión
competencial hace d~nd.er esta del1mita.ción de la opción que
le adopte dentro de una polémica doctrinal s1emp~ viva..

Un problema tan neceeit8do de soluciones claras y firmes
como es el de la determinación del ámbito de competencia de
una ComuOld8.d. Autónoma no puede plantearse &. partir de datos
extrínsecos. sino, en cuanto sea posible. a partir sólo de nociones
intrinseC88 a 1& propia ConsUtuci6ri.

Al consagrar éSta como fundamentos. de una parte el prin­
cipio de unidad indisoluble de la Naci6n española. y, de la ·otra,
el derecho a la autonomía @ las n&eionalidades y regiones que
la integran, determina implícitamente la forma compuesta del
Estado en congruencia COI'I la cual han de interpretarse todos
los preoeptos constitucionales. El concepto de .legisla.oión labo­
ral., cuyo primer término tiene la considerable fuerza expansiva
que ya hemos señalado. no puede ser entendido también como
potencialmente ilimitado en función del segundo, cosa que inevi.
tablemente sucederia si el adjetivo .laboral. se entendtera como
indicativo de cualquier. referencia al mundo' del trabajo. Es por
ell~ forzoso dar .. ese adjetivo un. :;entido concreto y restringido,
cOlDcidente ¡por lo demás con el uso habitual, 'como ref.erido sólo
al trabajo por cuenta ajena, entendiendo por consiguiente como
legis~ción laboral aquella que regula direct3.mente la relación
laboral, es decir. para recoger lOf términos de la Ley 811980. de
!lO de marzo, la relación que media entre loe trabajadores que
presten servieioo retribuidos por cuenta ajena y los empl"esarios,
e~. favor ?-~ los que y bajo l~ dirección de quienes se prestan
&stas serVICIOS, con las exclUSIones y excepciones que en dicha
Ley (artículo 1.3) se indican.

según el articulo 12:2 de su Estatuto de Autonomía que
antes cltábamos, rorresponde a la Comunidad Autónoma del
País Vasco la ejecución de la legi61a.ción labora: ya definida
-.asumiendo las facultades que &D ~ste terreno ostenta actual-

mente el Estado respecto de ..as relaciones laborai~si también la
d·- organ.iur, dirigir y tutelar, COA la, alta ins-pección del Es-­
tado, los servicios de éste para. 1(.. ejecución de la legislación
laboral, procurando que las condicionés de trabajo se adecuen
al nivel de desarrollo y progreso social, promoviendo la· cualifi­
cación de loa trabajadores f su formación L::.tegral•. En cuanto
las frases finales de este texto (.procurando...•• etc.) se l1.mltan
a señalar unos objetivos a la actuación del poder (de modo
análogo a los enunciados. también. orlentaUvos•. de los párra­
foa b) y c) del apartado 2 del articulo g del mismo Estatuto),
la atribución. de competencia M concreta en los parrafos iDi·
ciales, cuyo contenldo ayuda a precisar la norD)8, reoogida en
'&1 apartado 4 del artículo 20 del propio Estatuto, según la cual
la función de ejecución atribuida a la Comunidad Autónoma
e::. aquellas m'at&riaa sobre ~ que. como es el caso en la que.
ahora nos ocupa, ésta no tiene competencia exclusiva. com- ,
prende la potestad de administración. asi como; en su caso. la
de dictar reglamentos internos de 9rganización de loa "rviciOl
correspondientes en 1& medida en que éstos .sean necesariOl
para lA' -mera estructuración interna de la organización admi­
nistrativa., Esta. es la, pauta. 8d'icional de nue5tro Derecho
Constitucional. como subraya 1& senteneia antas citada de 4 de
mayo de 1982 y' 1& que explica y justifica el precepto del &ttfcu­
10 20.4 del Estatuto del Pais Vasco a que antes nos reteríamos.
Por esta. misma razón tampoco puede utilizarse. como argu­
mento para sostener en el presente caso la invalidez de 1& ley
impugnada, el rango formal de la misma. pues los limites com­
:petenciales de 1& Comunidad Autónoma del País Vasco hacen·
referencia. al contenido de lds disposiciones. no a su forma.

Es olaro que los servicios organizados, dirigidoe y tuteladoa
por' la. Comunidad Autónoma para la ejecución d.e la legislación
laboral son servicios del Estado, denominación que. como el
representante de.!. Gobierno Vasco señala, no se utiliza. aquf
para designar el conjunto' de las instituciones centrales, sino
com_ concepto globalizador. que incluye tanto a.éStas como a las
Comunidades Autónomas. pero nd es menos claro que, lusta- ~,
mente por ello y en razón da la delimitación oc.mpetencial ya
analizada, estos >servicios no pueden ser otros. qu-, los previstos
en la legislacIón· laboral que ordene (o autorice) su creación
y determina, en su caso, con mayor o menor detalle. su estruc-
tura y sus funciones. . .'. . . ,_

No prevé ésta. en lugu algu,no, la existencia. de servicial
a los que pudieran asimilarse los atribuido" &l Consejo de
Relaciones Laborales que la presente ley crea, cuya. legitimidad
estatutaria y constitucional habría de negarse, en consecuencia.
si la competencia del Pais Vasco para crearlo fuera sólo la
que dimana de su competencia para la ejecución de .la legisla4

ción laboral. No es· ello, sin embargo, necesariamente asi:
El artículo 149,1 de la ConStitución-o utiliza. para delimitar

el ámbito reservado en exclusiva a la competencia' estatal,
diversas técnicas, cuy&eompIeja tipolo.gía n<i es del caso &.Da-­
liza.:r en detalle. Sobresale, sin embargo. la diferencia, que aqu1
sí es pertinente, entre la reserva de toda una materia (v. gr.
Relaciones Internacionales, Defensa y Fuerzas Armadas, Admi­
nistración de Justicia. Hacienda General y Deuda del Estado,
eú:éteraJ y la reserva de potestades COI1CI'6tas. (sea. 1& legisla4

ción bAsica, o tOda la legislación sobre determiliadas materias).
En el primer caso la reserva estatal impide. no ya que una ~

Comunidad Autónoma pueda &Sumir com.petepcias sobre la ma.­
teria reservada, sino tan.bién que pueda orientar su autogo­
biern.J en razón de una política propia .acerca d'ELella. aunque o"

pueda participar en 1& determinación de tal poHtica en virtud de
la representación específica que' las distintas Comunidade¡ tie.­
nen en el Senado. Cuando, por el contrario,. la reserva estatal
es sólo de ciertas potestades, corre~ondiendootr&.:l &. las Comu­
riL.ades Autónomas que deseen asumirlas. éstas, en el ejer.;icio
de su autonomía, pueden orientar BU acción de gobierno ea
función de una politica propia sobre esa materia, aunque ~n

tal acción de gobierno no puedan hacer uso sin de aquellas
competencias que eapecitleamente les están atribuidas. Dentro
de ellas está sin duda la n~ce.sarla para fijar la -organización.
régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno.
(artículo 10.2 E. V.), '

Estas instituciones son primordialmente las que el mismo
Estatuto crea y que están, por ello constituciona.lmente garan­
tizada-s, ·pero· no sólo ellas, pues la Comunidad puede crear
otras en la medida en que lo juzgue noo&sario para su propio
autogobierno, en ejercicio del cual puede ~rseguir. como fin
legítimo, el de lograr la armonia de las retaciones laborales y
disminuir los conflictos a que éstas pueden eventualmente dar
lugar, finalidad que as la que explícitamente persigue el Consejo
de Relaciones Laborales.

Afirmada así. en principio. la <:om:petencia de la ComunIdad
Autónoma. .lel País Vasro para crear un órgano como el esta_o .~
blecido por la kly impugnada., es preciso, sin embargo, entrar
a analizar su composición y S\M funciones. que sólo serán· co.ns­
titucionalmente legítimas en ~& medida. en que se acomoden al
propio Estatuto ya 1M restantes normas de delimitación campe..
tenciaJ. Este examen es el que abordamos 1311. el punto s1Buiente,
en el que, se habrá de dar también respuesta a la rtición
referida. a determinados articulos de la ley que, en e punto
primero de estos FunillI.mentos, caUficAbamos de subsidiaria.

3. La creación de órganos destinados a servir la acción
política de la O>munidad Autónoma e·n materia laboral debe
atenerse, en efecto. a ciertas limitaciones &. las que sintética·
mente hace referencia el articulo 10,2 del Estatuto·Vasco, antH-
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citado. al determin&r que la organiZMi6n, régimen y funciona­
miento de las instituciones de autogobierno habrán de estable.
oerse «dentro dé-1M normas del presente Estatuto».

Es evidente, para comenzar, que estos órganos. no forman
1P&rt.e de un eervicio del Estado, cuya creación viene deter­
minada por la legislación laboral, a la ejecución de la. cual
han de eerv1r. Estos órganos de ejecución pueden ser -organI­
zados.. dirigidO! y tutelados por la Comunide.d Autónoma (artícu­
-lo- 12.2 E. VJ. pero _fa deberá respetar estrictamente los pre­
oeptos que ao&rca de su composición, su estructura y sus !un.
ciones, contenga la legislación laboral.

Respecto de los órganos que, como el Consejo. de Relaciones
taborales, DO están Integrados en servicios del Estado, por el
oontrario, la 'Comunidad Autónoma dispone de mayor libertad

.de a.eci6n, pero ni puede encomendarles el ejercicio de rompe­
ten<:ia.:. que la propia Comunidad Autónoma no. tiene. ni atri­
buirles ·facultad66 que corresponden a los órganos prev11¡tos en­
la legislación laboral, ni en ningún caso encomeL.darles t&re&S
que impliquen directa o indirectamente violaclón o desconoci-
miento de tal legislación.. '. ..

A la luz de estas consIderaciones hemos de exam1nar loe
preceptos impugnados de la Ley 9/1981, del -Parlamento 'Vasco.

No ha.oe 1& representa.ción del Gobierno reserva. especffica
alguna en cuanto a la composición que, &n concreto, se da al
Ccnsejo de Relaciones Laborales, pero si en cuanto & alguna de
IUB funciones; concretamente la que se le atribuye. en el apar­
i&<io 3.° del Articulo 2 de .adoptar acuerdos de oa.ráCter inter·
profesional sobre materias concretas y aquellos otros que tengan
romo finalidad el desarrollo de un marco propio de Relaciones
Laborales en Euskadi, .conforme todo ello con lo establecido en
la. .legislaeión vigente..' ~

según queda recogido en los antecedentes, la hIipugnaci60
de· la legitimidad constitucional de es.te precepto se ba.sa sus­
tancialmente en la c"nsideración de que con él se atribuye al
Consejo de Relacion<66 Laborales una cape.cidad para establecer
nOrma6 obl1gatoria.s. que es contraria radicaimente al princ1'pio
d-e autonomia que consa.gra...nuestra Constituci6n (articulo 37.U
y desarrolla el Estatuto de los Trabajadores (articulos 82-92J,
La- aT.gumentación con la que 1& representación del Gobie~o
Vasoo pretende invalidarla no lo logra, no sólo porque en ella
se pasa por alto 1& diferencia .J11stancta.l entre la legitimación
requerida para la negociación de un convenio cole<:Uvo. O acuet'­
-do interprofesional (articulo rn ET), y la_ representatlvidad mi­
ntma de las correspondientes Comision(!$ negociadora.s (&rtieu­
lo 88 En. o la incompatibilidad entre un órgano permanente,
OOJJ;lO es el Consejo de Relaciones Laborales. y 1& idea que reco­
ge la legislación vigente (articulo 89 En de una Comisión ne­
gociadora .ad hac. para cada convenio, sino fundamentalmente
por la incompetencia de la Comunidad Autónoma. del Pa.fs Vas­
00, a través de cualquiera de sus 6rganos:, para introducir norma
aLr·ul1a destinada a incidir sobre las relaciones laborales y per­
teneciente ;xlr tanto aI.ámbito propio de la legislación laboral.
Por e.llo no basta para salvar la I~gitimidad constitucional del,

precepto la referencia que -en el miSLG se hace & la. legisladón
vi.gen~, referencia. que, según queda dicho. no pasaría de ser
una frase vacía, Plles aunque la regulación se limitase a repro­
dLCir le. contenida en la legislación estatal, serfa. tambIén cons­
titucionalmente ilegitima en cuanto emanada de un poder incom-
petente. . ' .

Por 8U' conexión~oon lo 8l1terior &e hace I.ac&S&r10 un breve
análisis de los BiPartados 3.° ~ ,7.° del mismo articulo. Si el
primero de ellos, en cüanto encomienda al Consejo una función
por asi decir exclusivamente PQliUca. de mero impulso, que
no Implica el ejerc1c1o de ninguna competencia concreta, no
suscita- objeciones, no lucede lo mismooon el segundo pues
éste.• aparte otr&s consideraciones, atribuye &. Consejo una com­
petencia concreta para informar previamente los acuerdos d-e
extensión de un Convenio Colectivo ya eXlstente que según el
articulo 92.2 corresponde & comisiones paritarias -ad hoc-. Como
en el caso anterior, este precepto forma -parte de 1& legisiación
laboral en sentido estricto y está, PO-f t&nto, viciado de· incom·
petencia.

1.& 1nconstituélonalidad de estos preceptos entratia tambiéD
como consecuencia necesaria, la de aquellos enunciados que,
como .lo. contenidos en los párrafos a) y b) del apartado 1 del
articulo 7.° de la ley 1m,pugnada. haoen referencia a eIIos al,
determ1i1ar las competencias del pleno. Como esta referencia
00 86. lin emba.rgo especifica, sino genérica, de manera que
incluyod también otra.s facultades y competencias del Consejo no
&fectad&8 por la declaración de lnconstitucionaUdad, no procede
la anulaci6n de tales enunci&d08, aunque 61 debe hacerse res­
p6eto de ellos· la precisión de que no deben entenderse referidOl
.. ¡os precep~ que invalidamos. ,

, A.LL O

En atención •. todo 10 expuesto el Tribunal. Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONF!;ERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACIQN ESPAl'/OLA. \

Ha decidido,

E6timar -p&róJ.almente el r.ecurso y, en CO:leec~encia:-

a) Declarar contrarios .. 1& Constitución y nulos 10$ apar- I
tados. 3.° y 7.° dEl! articulo 2.° de 1& Ley 8/1981, de 30 de
eepUembre, sobre &Consejo de Rela.ciooes L&borales•.

b) Declarar que los párrafos a) y ·b) del apartado 1 del
artículo 7 de dicha ley deben interpretarse &in referencia alguna
a los preceptos incluidos en 1& declaración precedénte. .

PubUqUese en, el .Boletín Oficial del Estado.. "
Dada en Madrid a catorce de Junto de inil noveciElntos ochen­

ta .., dos.-Firm&do: Manuel Garela-Pelayo y Alonso.-JeTónimo
Arozamena Sierra.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Ve·
lasco Vallejo.---::Francisco Rubio Llorente.-Gloria Begué Can­
tón.-Luis Diez Picazo.-FranciBco Tomás y Valiente.-Rafael
Gómez-Ferrer Morant.-Angel Escudero del Corr&1.-Pláciáo
Fernández Viagas.-Antonio Truyol Serra.-Rubricados.

. Advertidos errores en el texto de las sentencias del Tribunal
Constitucional publicae&s en el Suplemento al .Boletfn Oficial
del Estado. número 137. de fecha 9 de junio de 1982, se transcri­
ben a ,continuación las oportunas rectificaciones:

En la pé.gina 2.-, columna 2." qui~to r.6.rTafo, Ifnea 9. donde
dice: .Los procesos JurLsd1ecion&aee•• debe decir: .Los procesos
judiciales•.

En la página 2.a , columna 2.a • sexto párrafo, linea 5.·. donde
dice: .España.• , debEli decir: .España ......•. ,

En la página 2.a.-columna 2.a, octavo párrafo. line8 S.·. don.
de dice: .se contienen en el., debe decir: se contienen en .. ~...
eh. .

En la~página S.·, columna 2.·. párrafo 2.-. linea 7.a,. donde
dice: .no roce 16& garantias., debe decir: -no roce con 1M ga-
rantias·. _.

En la página 4.·, columna 2.·. segundo párrafo, linea 8.-,
donde dice: .y lupone., debe decir: -y que supone•.

En la página 7.-. colum.na2.a, párrafo quinto, linea 24, donde
, dice: .•exlste., debe d.ecir: .¿existe· y en 1& 11nea Z1 se cierra

la inteJTogati6n después de la palabra -católicas•.
En la págin{'. 8.·, segunda. columna, párrafo 5.°, linea. 14,

donde dice: .investigar· '. debe decir: .investigarse...
En la -páginr 10.a. primera columna•. párrafo B.O, linea 'U,

donde 'dice: .de ser éste., debe decIr «de ser ése•.
En la página 11.·, primera columna, párrafo 5.°, línea 11,

donde dic~: -comuniquese al interesado., debe -decir: .comunl­
quesela al interesado•.

16314 CORRECCION de errores en .1 texto de las ,en­
tencias del Tribunal Conatituctonal, pubticadas en
el suplemento al. .BoZdttn Ofictal del Estado. nú­
mero 131. de fecha , de, junto de 1982.

'. .

En la página 11.·, primerá columna, párrafo 8.-, linea 10.·.
donde dice: .y suplica que se declare·, debe decir: .y suplica
S8 declare-. '

En la página 14.... primera columna, párrafo 2.°, linea-S.·;
donde dice: .para que esas ComUnidades., debe decir: -para
ftue estas Comunidades.. .

En la pigina 15.·, primera columna, P'án1lto 7.°, linea 12.·.
donde . dice: .Rear Decreto 2648/1978., debe decir: -Decre-
to 2648/1978..· •

En la página 15.·, primera columna, párrafo 8.°. linea 2.·,
donde dice: «a. no plantarse•. debe dEl"Cir: .. no plantearse•.

En la página 15.·. segunda columna, páttafo S.o. linea 9.·,
don98 dlee: .bi~n configuradoras., debe decir: .bien y confi-
guridoras..' . _

'En la pé.gi.na IS.·. segunda columna,. p6.rra.fo 2.°, linea 16.·,
donde dice: «concesión., debe decir: .concesiones•.

En la página IS.·.. segunda columna, pArrafo 8.°, linea 4.·.·
donde dice: .respecto a rehabilitad.or-, debe decir: _res.pecto al

. reha.bllltadorJ. .
En la ~ágina 19.a• primera columna, párrafo 4.°. linea 4.a,

donde dice: .Fernández Vaigas., debe deci~: .Femández Via­
gas·.

En: la página 24.-, primera columna, párrafo 2.°. linea 6.a•
donde dice: __del 10),-, debe decir: «de 10 de noviembre de
l.98lJ,•.

En 1& -Página 25.... primera columna, párrafo 2.°. llnea H.·,
donde dloo: -o Indefensión., debe decir: .e 1ndefinlci6n~.

En la página 25.-, primera columna", párrafo 2.°, 11nea ~.•,
sobra la -inea completa desde la palabra. -hecho referencIa­
hasta _impodir que•.

- En' la página 25, , prImera columna, párrafo 4.°, linea 12.·,
I donde dice: .articulo 21-, debe d.ecir': .articulo 12·.


